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Dictamen de la Procuración General:





A los fines de resolver la impugnación deducida, interesa destacar que la Sala Primera de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Lomas de Zamora revocó la sentencia absolutoria recaída en la instancia inferior -v. fs. 539/542 vta.- y, en consecuencia, dispuso hacer parcialmente lugar a la demanda promovida por L. P. L. d.A. , por sí y en representación de su hija C. B.A. , contra los codemandados Alberto Kusich, Rubén Omar Quevedo, Ferrosur Roca S.A. y la citada en garantía “B.R.B. Seguros”, a quienes atribuyó el 70 % de responsabilidad en el evento dañoso, condenándolos “in solidum” a pagar los importes que para cada una de las accionantes fijó en concepto de indemnización por los daños patrimoniales y morales sufridos por el deceso de su cónyuge y padre, respectivamente, O. R.A. , ocurrido en un accidente ferroviario (fs. 580/590 vta.).





Los codemandados Ferrosur Roca S.A., Rubén Omar Quevedo y Alberto Kusich -bajo el mismo apoderamiento letrado (personería no acreditada en relación a Kusich, quien si bien fuera desistido -ver fs. 214/214 vta.-, fue igualmente condenado por la Alzada)- se alzaron contra dicho pronunciamiento mediante recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (v. fs. 603/616) cuya vista recibo de fs. 681.





Dos son los agravios que sustentan el remedio procesal deducido, a saber: a) la responsabilidad atribuida a sus mandantes en los términos del art. 1113 del Código Civil que denuncia erróneamente aplicado en el fallo al igual que la doctrina legal imperante a su respecto, invocando, además, la presencia de los vicios de absurdo y contradicción en la valoración de las circunstancias y pruebas de la causa que, según su ver, afectaron el razonamiento seguido por la Cámara para achacarles responsabilidad en la producción del accidente fatal origen de estas actuaciones y b) la tasa de interés fijada en la condena con posterioridad al 6-I-2002, en virtud de sostener que no se compadece con la que tiene establecida V.E. en la doctrina que individualiza.





En lo que al primero de los agravios respecta, aduce que la parte actora no probó -como debía en función de la carga impuesta por el art. 375 del Código Procesal Civil y Comercial- que el tren de Ferrosur hubiera siquiera tenido contacto con el señor A. , por lo que menos aún pudo acreditar que lo atropelló causándole la muerte, presupuesto éste de ineludible demostración para poner en marcha el régimen de responsabilidad objetiva prescripta por el art. 1113 del Código Civil que exige la comprobación del necesario nexo de causalidad entre el riesgo o vicio de la cosa y el resultado dañoso.





Agrega que fue tal el incumplimiento de la actora del deber que sobre ella pesaba de probar los hechos fundantes de su pretensión -que la víctima fue atropellada por las formaciones ferroviaria de las dos empresas demandadas-, que la Alzada tuvo que auxiliarse -absurdo mediante- de la doctrina denominada “de la certeza moral”, cuya aplicación le permitió concluir que la víctima fue atropellada en un primer momento por el tren de carga de su mandante Ferrosur y desplazado posteriormente hacia la formación de la otra empresa ferroviaria “Transportes Metropolitanos General Roca S.A.” -de cuya acción la parte actora desistió-, en un razonamiento que se muestra absurdo.





En ese sentido, manifiesta que no pudo el sentenciante -sin incurrir en el citado vicio lógico- hacer mérito de las afirmaciones vertidas por los otros codemandados con el inocultable propósito de eludir las responsabilidades que se le enrostraron en el escrito de demanda, a lo que suma, que el testimonio de Lezcano obrante en fs. 390/392 del que se valió la alzada para condenar a sus representados fue absurdamente interpretado, pues sus dichos revelan tanto que Ferrosur no tuvo participación en el accidente que le costara la vida a A. cuanto que, en el supuesto de que así hubiera sido, su deceso obedeció a su exclusiva culpa por ascender al tren de la empresa Metropolitana para inmediatamente después descender del lado de las vías por donde circulaba la formación ferroviaria de su representada Ferrosur Roca S.A. 





De igual modo sostiene que de la declaración de Orrego de fs. 435/436 se desprende que luego de revisar la formación ferroviaria en la siguiente estación en la que se detuvo no encontró un solo rastro que permitiese siquiera suponer que la misma haya tenido contacto con la víctima y que también la deposición de Correa de fs. 437/438 pone en evidencia que los conductores de la formación de Ferrosur dieron aviso que habían visto un cuerpo tirado en la vía de la estación Spegazzini, de lo que indubitablemente se colige que el accidente ocurrió antes de que el tren de Ferrosur pasase por el lugar.





A ello añade que la falta de consideración en el fallo de la conducta que en la ocasión le cupo a la víctima que fuera oportunamente invocada por su parte como causal de exoneración de responsabilidad en los términos del art. 1113 del Código Civil, confluye a teñir de absurdidad la atribución de responsabilidad establecida.





En cuanto al agravio dirigido a cuestionar la tasa de interés aplicada en el fallo con posterioridad al 6 de enero de 2002, expresa que viola la establecida por V.E. en el precedente L. 75.624 de fecha 9-X-2003, por lo que pide que se revoque dicho aspecto de la sentencia adecuándola a la doctrina legal vigente en la materia.





El recurso, en mi opinión, debe prosperar. 





Puesto a examinar la comprobación de los hechos sobre los que se apoyó la pretensión resarcitoria impetrada en autos, el tribunal de grado tuvo en consideración las afirmaciones contenidas en la contestación de demanda de Transportes Metropolitanos General Roca S.A. en el sentido de que luego de descender del convoy bajo su guarda en el que venía viajando por el lado opuesto a la plataforma, el señor A. colisionó con un convoy de la empresa Ferrosur que circulaba por las vías paralelas en dirección contraria y que como consecuencia del impacto fue arrojado bajo la formación de la que terminaba de descender (v. fs. 72 vta.), versión que en forma coincidente ofreció tanto la aseguradora citada en garantía por Transportes Metropolitanos General Roca S.A. en ocasión de responder la citación (v. fs. 150 vta./151), como también el letrado de la aseguradora de Ferrosur Roca S.A., esto es, B.R.B. Seguros (v. fs. 181 vta./182).





Ponderó también la declaración de la testigo Lezcano (v. fs. 390 y sigtes.) y la pericia mecánica obrante en fs. 428/433 de la que extrajo que al hallarse en el paso peatonal, la víctima fue embestida en el instante que circulaban ambas formaciones en sentido contrario aunque refiriera que no es posible determinar en forma fehaciente, si el occiso descendió de un convoy del lado opuesto a la estación, si cruzó el paso peatonal cuando avanzaba el convoy y/o si intentaba como peatón, cruzar utilizando el paso entablonado entre andenes (art. 474, CPCC)” (v. fs. 582 vta.), recogiendo también el informe de reconocimiento médico y posterior autopsia que permitió constatar la presencia de escoriaciones por arrastre en cara anterior del abdomen, diversas fracturas y amputación de pierna (v. fs. 21 y vta., expte. penal).





Sin perjuicio de señalar la insuficiencia de las pruebas meritadas para determinar fehacientemente la mecánica del accidente fatal sufrido por el señor A. , la Cámara actuante evaluó conjunta e integralmente los elementos de juicio colectados y  valiéndose de la “doctrina de la certeza moral” según la cual no es la certeza absoluta la que ha de buscarse sino la moral que se refiere al estado de ánimo en virtud del cual el sujeto aprecia -ya no con seguridad total- el grado de probabilidad acerca de la verdad (v. fs. 583), concluyó que la víctima fue atropellada en un primer momento por el tren de carga perteneciente a Ferrosur Roca S.A. y posteriormente desplazado hacia la formación de Transportes Metropolitanos Gral. Roca S.A., lo que a la postre le produjo la muerte (arts. 384 y 375, CPCC) (v. fs. 583 cit.).





Sobre la base de la mentada conclusión fáctica el tribunal de alzada no encontró impedimento alguno para establecer el grado de responsabilidad correspondiente a todos y cada uno de los codemandados en el marco de lo dispuesto por el art. 1113 del Código Civil aún cuando la actora hubiese desistido de la acción dirigida contra la empresa “Transportes Metropolitanos General Roca S.A.” (v. fs. 540 vta.) de resultas de lo cual y en lo que aquí interesa, distribuyó la responsabilidad en la producción del hecho dañoso asignándole una proporción del 70% a la empresa Ferrosur Roca S.A. y al conductor y ayudante que conducían el convoy de carga (fs. 584 vta./585), condena que hizo extensiva a la aseguradora “B.R.B. Seguros”.





Si bien esa Suprema Corte desde siempre ha sostenido que determinar, a la luz de las probanzas reunidas, tanto la mecánica del accidente, cuanto la existencia de relación causal y/o su interrupción total o parcial en función de la conducta de la víctima o de un tercero por quien no debe responder, conforman típicas cuestiones de hecho extrañas a la competencia funcional de la instancia casatoria (conf. S.C.B.A. causas Ac. 43.523, sent. del 5-III-1991; Ac. 53.747, sent. del 10-V-1994; Ac. 67.675, sent. del 1-XI-2000; Ac. 90.753, sent. del 20-IV-2005 y Ac. 95.107, sent. del 6-IX-2006), tengo para mí, que el quejoso ha logrado poner en evidencia la consumación del vicio de absurdo, único supuesto excepcional que autoriza la apertura de la instancia extraordinaria para acometer el reexamen de cuestiones fácticas y probatorias como las que el escrito de protesta somete a revisión.





En efecto, en párrafos anteriores me ocupé de realizar una extensa reseña del razonamiento seguido en el fallo, en la inteligencia de que su lectura bastará para advertir el notable esfuerzo que hubieron de desplegar los magistrados que lo suscriben para formar convicción acerca de la mecánica del accidente en el que perdiera la vida el cónyuge y padre de las actoras y su postrer conexión causal con el tren de la empresa Ferrosur Roca S.A., a quien responsabilizó -conjuntamente con los conductores del tren de carga- en una porción del 70 % en su producción mas, a mi ver, la absoluta orfandad probatoria habida en torno de los referidos extremos fácticos -admitida en los considerandos- unida a la insuficiencia de los elementos de juicio ponderados para arribar a la conclusión de que “... el señor A. fue atropellado en un primer momento por el tren de carga perteneciente a Ferrosur Roca S.A., y posteriormente desplazado hacia la formación de Transportes Metropolitanos Gral. Roca S.A., lo que a la postre produjo la muerte de la víctima (arts. 384, 375 CPCC)” (v. fs. 583), obstan a mantenerla en pié.





Es que, como con acierto reprocha el recurrente, ningún valor convictivo puede asignársele a la versión que de los hechos y en el apuntado sentido ensayaron las codemandadas en ocasión de contestar la acción, en tanto no pasan de constituir meras afirmaciones vertidas en defensa del interés que les asiste de liberarse de la responsabilidad que les fuera endilgada, desprovistas de prueba que las respalde.





Tampoco conforma elemento de juicio hábil para sostener la aplicación al caso de la “doctrina de la certeza moral”, el testimonio de la señora Lezcano obrante en fs. 390 cuyos dichos, lejos de contribuir al esclarecimiento de los hechos en torno de los cuales tuvo lugar tan lamentable suceso, aportan aún más dudas respecto de las circunstancias que rodearon su acaecimiento.





Lo mismo acontece con las conclusiones sentadas por el perito mecánico en fs. 428/433 y con el informe de reconocimiento médico de fs. 21 y vta. del expte. penal dando cuenta de la presencia de escoriaciones por arrastre en la cara anterior del abdomen de la víctima, teniendo en cuenta que el cuerpo sin vida de A. se hallaba tendido sobre las vías de circulación correspondientes a la formación de Transportes Metropolitanos S.A. que le amputó la pierna izquierda, de modo que tal circunstancia no puede siquiera erigirse en indicio de que el arrastre se haya debido a la intervención activa del tren de carga de Ferrosur S.A.      





En tales condiciones, la referida ineficacia convictiva de los medios probatorios sobre los que la Alzada apoyó la doctrina de la “certeza moral”, desvanece su aplicación en la especie al igual que la conclusión sobre ella edificada en el sentido de tener por acreditada la existencia de relación causal entre el daño y el hecho, en violación de los arts. 375 y 384 del Código Procesal Civil y Comercial (conf. S.C.B.A. causa Ac. 83.501, sent. del 24-IX-2003, e.o.).





Ausente uno de los presupuestos esenciales exigidos por el art. 1113 del Código Civil para generar responsabilidad al dueño o guardián de la cosa como lo es el nexo causal adecuado entre el hecho y el daño producido (conf. S.C.B.A. causa Ac. 94.262, sent. del 7-II-2007), el cual -sabido es- debe ser acreditado por quien reclama su resarcimiento (art. 375, CPCC)  (conf. S.C.B.A. causa Ac. 71.406, sent. del 23-VIII-2000), no cabe más que revocar la sentencia apelada que- absurdo mediante- tuvo por probada la existencia de la mentada relación de causalidad condenando, consiguientemente, a Ferrosur S.A. y a quienes, en la ocasión, tuvieron la conducción del tren de carga bajo su guarda.





Por lo expuesto, considero que V.E. debe hacer lugar al recurso de inaplicabilidad de ley deducido y, consiguientemente, revocar la sentencia impugnada.





La Plata, 4 de junio de 2007 - Juan Angel de Oliveira
A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 20 de agosto de 2008, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores de Lázzari, Kogan, Genoud, Pettigiani, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 94.004, "L.  d.A. , L. contra Transportes Metropolitanos Gral. Roca y otros. Daños y perjuicios".

A N T E C E D E N T E S


La Sala I de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial Lomas de Zamora, en lo que interesa destacar, revocó el fallo apelado y, en consecuencia, hizo lugar parcialmente a la demanda entablada por L. P. L. d.A. , por sí y en representación de C. B.A. , en concepto de indemnización de daños y perjuicios contra los codemandados Alberto Kusich, Rubén Omar Quevedo, Ferrosur Gral. Roca S.A. y la citada en garantía "B.R.B. Seguros" (v. fs. 590).


Se interpuso, por los citados coaccionados Ferrosur Roca S.A., Rubén Omar Quevedo y Alberto Kusich, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Oído el señor Subprocurador General, dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de dictar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:

I.‑ La Sala I de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Lomas de Zamora revocó el fallo dictado por el Juzgado de Primera Instancia, e hizo lugar parcialmente a la acción iniciada por la señora L. P. L. d.A. , por su derecho y en representación de su hija menor de edad C. B.A. , por la que reclamaba una indemnización por los daños y perjuicios que a ambas le fueran irrogados a consecuencia del accidente que costó la vida al esposo y padre de las nombradas. La condena se extendió a los señores Alberto Kusich y Rubén Omar Quevedo, a la empresa "Ferrosur Gral. Roca S.A." y a la citada en garantía "B.R.B. Seguros" (fs. 580/90).


Para ello, en primer lugar, el tribunal interviniente analizó la relación obligacional existente entre las partes, la mecánica del hecho, las circunstancias que lo rodearon y el lugar en que ocurriera. Luego, aplicando la teoría del riesgo creado, llegó a la conclusión de que la formación ferroviaria perteneciente a "Ferrosur", a cargo de los demandados Quevedo y Kusich, fue la que atropelló a A. , empujándolo hacia el otro convoy (perteneciente a Transportes Metropolitanos Gral. Roca, empresa originalmente demandada y oportunamente desistida), lo que provocó su muerte (ver fs. 583). Expresamente dejó establecido que, para tener por acreditada la forma en que ocurrió el accidente, ante la insuficiencia de prueba referida a la forma en que ocurrió el hecho, se recurrió a la doctrina de la certeza moral. Sobre tales bases, el tribunal a quo juzgó aplicable al caso el art. 1113, segundo párrafo, del Código Civil, declarando parcialmente responsables de la producción del hecho dañoso a los señores Alberto Kusich y Rubén Ornar Quevedo, a la empresa "Ferro sur Gral. Roca S.A." y a la citada en garantía "B.R.B. Seguros", y condenándolos in solidum al pago de la indemnización que en ese mismo acto fijó, y a soportar las costas del juicio.


II. Contra dicho pronunciamiento se ha interpuesto, por los condenados, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 603/616), donde se denuncia infracción de lo dispuesto por el art. 1113 del Código Civil en cuanto a la determinación de la responsabilidad, y de lo normado sobre la carga probatoria por el art. 375 del Código Procesal Civil y Comercial. También se reclama por el absurdo cometido en la sentencia, configurado por lo contradictorio del razonamiento empleado y la errónea valoración de las circunstancias de la causa que han llevado a considerar responsables a los demandados recurrentes. Por último, se queja de la tasa de interés fijada en la condena.


En dicho recurso se sostiene que hay evidente falta de análisis y consideración de circunstancias que son decididamente relevantes a los efectos de establecer la responsabilidad en el evento dañoso. Se recuerda, a esos fines, que la defensa se basó en que el accidente se produjo por culpa de la víctima y por el hecho de un tercero (la otra empresa ferroviaria inicialmente demandada) por el que no se debe responder, y atribuye a la Cámara a quo el haber mal interpretado la doctrina de esta Corte, plasmada en las causas que se citan en la sentencia, pretendiendo que ‑por ser el contacto físico un recaudo ajeno al régimen de la responsabilidad objetiva‑ puede omitirse el análisis de la relación de causalidad. A esto agrega que la sentencia ha caído en arbitrariedad por carecer de fundamento en normas vigentes.


En cuanto al absurdo en que ‑según declara el impugnante‑ se ha caído, el mismo se manifiesta en el hecho de que en la misma sentencia se declara que no se probó que el tren de Ferrosur hubiera causado la muerte de A. , pero ‑a partir de los dichos de la codemandada que pretendía eludir su responsabilidad y de la "doctrina de la certeza moral"‑ se ha concluido en que la víctima fue atropellada por la formación de dicha empresa. Aduce, además, que las declaraciones de los testigos que son citadas en el fallo prueban lo contrario de lo que allí se sostiene.


También arguye el recurrente que hay absurdo por la falta de tratamiento de la defensa oportunamente opuesta, referida a que el accidente ocurrió por exclusiva culpa de la víctima (punto demostrado con la prueba acopiada), y que ello era suficiente para eximir de responsabilidad a sus representados.


Por fin, protesta el recurrente porque ‑en violación de la doctrina establecida por esta Suprema Corte en causas que cita‑ a la suma fijada como indemnización le han sido adicionados intereses, a partir del mes de enero de 2002, a una tasa anual igual a la que los bancos cobran "para giros no cubiertos ‑sin autorización‑ en cuentas corrientes".


III.‑ Entiendo, en coincidencia con lo dictaminado por el señor Subprocurador General, que asiste razón a los recurrentes y propondré acoger su reclamo. Ello, porque por aplicación de principios procesales tales como el de celeridad y economía, he dejado de lado mi idea primera de postular la oficiosa declaración de nulidad del pronunciamiento, ante los errores en que se incurre que provocan dudas sobre su validez constitucional (art. 171 de la Constitución provincial).


1.‑ En la sentencia recurrida, para resolver como se hace, el tribunal ha hecho mérito de algunos elementos probatorios: cierto reconocimiento del mandatario de la empresa codemandada ‑y que luego fuera desistida‑, las declaraciones de una testigo y los informes periciales. Sin embargo, considerando que "... la prueba referida a la mecánica accidentológica es marcadamente insuficiente...", el magistrado a cargo del voto inicial se ha permitido "mencionar la denominada doctrina de la certeza moral", mediante la cual, en circunstancias como las de autos, "el sujeto aprecia ‑ya no con seguridad total‑ el grado de probabilidad acerca de la verdad". De allí derivó que la parte actora acreditó la ocurrencia del hecho lesivo y la relación de causalidad entre tal hecho y los daños que reclama, declarando que el tren de Ferrosur General Roca S.A. atropelló a la víctima y lo desplazó contra la otra formación lo que, a la postre, produjo su muerte (todo esto corresponde al considerando 3‑5 de la sentencia, fs. 583). En consecuencia hizo lugar a la acción, condenando, como queda dicho, a los señores Kusich y Quevedo, a "Ferrosur Gral. Roca S.A." y a la aseguradora citada en garantía.


Todo esto es objetable desde diversos ángulos.


2.‑ Una y otra vez se ha dicho que el concepto de absurdo, tal como ha ido elaborándose por esta Suprema Corte, hace referencia a la existencia, en la sentencia atacada, de un desvío notorio, patente o palmario de las leyes de la lógica o a una grosera desinterpretación material de la prueba producida (conf. causas Ac. 78.318, sent. del 19‑II‑2002; Ac. 82.010, sent. del 1‑III‑2004, entre otras). No cualquier error, ni la apreciación opinable, ni la posibilidad de otras interpretaciones, etc., alcanzan para configurar tal absurdo (causa Ac. 84.210, sent. del 16‑VI‑2004, entre muchas), sino que es necesario que se demuestre un importante desarreglo en la base del pensamiento, una anomalía extrema, una falla palmaria en los procesos mentales, para que se evidencie la irracionalidad de las conclusiones a que se ha arribado (causa L. 71.861, sent. del 28‑V‑2003). Y ello, por supuesto, debe ser eficazmente denunciado y demostrado por quien lo invoca (causas L. 84.905, sent. del 3‑XII‑2003; Ac. 91.256, sent. del 13‑VI‑2007, etc.).


En otras palabras: al recurrente no le alcanza con argumentar que el hecho, la valoración de la prueba, la interpretación de los hechos probados, etc., pudo ocurrir o hacerse de otra forma, tanto o más aceptable; en cambio, le es indispensable demostrar que, de la manera sostenida en la sentencia, el hecho no pudo ocurrir o la valoración no puede hacerse.

En el presente caso entiendo que se ha incurrido en el absurdo así configurado pues hay una absoluta inatinencia entre los elementos probatorios que se dicen considerados, su fuerza convictiva y la conclusión a la que se arriba. Veamos:


a) En la contestación de la demanda, el apoderado de la codemandada Transportes Metropolitano Gral. Roca S.A. hizo un relato según el cual la víctima fue atropellada por el tren de la otra empresa. Tomar tal elemento como prueba ‑aún como mero indicio‑ resulta inapropiado: es, ni más ni menos, que el argumento de uno de los demandados en apoyo de su propia defensa, desviando hacia otro la responsabilidad en que pudo hallarse incurso. El sentido común y la experiencia vital nos indican que tales declaraciones quedan bajo fuerte sospecha, y resultan insuficientes para formar la indispensable convicción que debe adueñarse del ánimo del juzgador al determinar cómo ocurrieron los hechos.


b) Tampoco la declaración testimonial de la señora Raque1 Ramona Lezcano (prestada según acta de fs. 390/1) pudo ayudar a formar tal convicción. Sus dichos se remiten a una descripción del lugar, y a su recuerdo de haber visto a la víctima subir al tren en el mismo momento en que ella bajaba, lo cual es absolutamente insuficiente para otorgar sustento a cualquier aserto sobre cómo ocurrió el accidente. Es más: de su relato solo puede desprenderse que no lo presenció y que recién se enteró de lo ocurrido días después (ver su primera respuesta).


c) Otro tanto puede afirmarse de los dictámenes periciales. El perito ingeniero, al responder al séptimo punto de los propuestos por la parte actora, declaró que no es posible determinar cómo ocurrió el accidente. En su lugar consigna que está "plenamente determinado" (aunque no se nos informa de dónde surge tal determinación) que la víctima fue embestida cuando se hallaba en el paso peatonal por el convoy Nro. 4622 de la demandada "Transportes Metropolitanos" y por el convoy Nro. 111/194 de "Ferrosur Gral. Roca S.A.". Evidentemente tal afirmación, huérfana de todo aval y de toda aclaración, no pudo servir para provocar convencimiento alguno sobre la forma en que el hecho sucedió.


Y la experticia médica (producida durante la investigación llevada a cabo en sede penal; ver fs. 21 del expte. respectivo) tampoco agrega nada relevante: es la descripción de las lesiones sufridas y de la autopsia llevada a cabo, donde se deja constancia de que la muerte se produjo por "atricción" ferroviaria.


En resumen: si, a la luz del sentido común y las reglas de la sana crítica, ninguno de los elementos de prueba apreciados pudo servir para conjeturar cómo ocurrió el accidente, mucho menos pudieron indicar que el hecho había sucedido de la manera consignada en el fallo cuestionado. Las conclusiones a que se ha arribado en la sentencia, entonces, no tienen sustento en los hechos, dejándolas incursas en el absurdo que antes he definido.


3.‑ No mengua esta impresión, la alusión a la doctrina de la "certeza moral". Presentada de la manera que se lo hace en el cuestionado pronunciamiento, parece que con esta 'certeza moral' se intenta consagrar un concepto claramente diverso de los de convicción o pura certeza. Para ello se califica a la 'certeza' con el adjetivo moral, asignándole a este término un sentido enfrentado al de intelectual. De esa manera queda plasmado el oxímoron 'certeza moral', según el cual se pretende que se puede tener un conocimiento cierto, seguro y sin temor de yerro (claro y distinto, prefería Descartes), pero a partir de algo ajeno al entendimiento. Así las cosas, de reconocerse esta 'certeza moral', como su opuesto deberíamos reconocer (aunque signifique la comisión de un pleonasmo) una 'certeza intelectual'.


Tal oposición resulta intolerable. Es que, o bien se tiene la certeza de que cierta proposición es verdadera, y esa certeza ha sido desarrollada sobre bases racionales (aunque no se trate de deducciones formales) capaces de aportar un grado de convencimiento suficientemente sólido, o bien solo se tiene una mera creencia, creencia a la que ninguna confirmación se exige y que hasta puede fundarse aún en opiniones y pareceres subjetivos. En la labor de juzgamiento no se aspira a conocer la absoluta verdad sobre cómo ocurrieron los hechos relevantes de una causa; en su lugar, se exige al juez que tenga la convicción de la veracidad de las proposiciones que se refieren a tales hechos y que, además, deje de lado sus particulares apreciaciones.


Ahora bien: sin perjuicio de estas digresiones (destinadas a criticar el referido concepto de 'certeza moral') lo cierto es que, aún cuando tal concepción pudiera ser aceptable o de utilidad, en el caso de autos no se hallan presentes los elementos indispensables para otorgarle algún sustento. Es que, si para obtener la 'certeza moral', se debe recurrir a las reglas de la sana crítica, a la experiencia y la conciencia de los jueces, a principios y deducciones lógicas y a la exclusión de toda duda razonable, deberemos convenir en que tales requisitos no se han cumplido en el supuesto que nos ocupa.


Es correcto sostener que, en los casos de grave dificultad probatoria, el juez debe apreciar el alto grado de probabilidad (no la seguridad absoluta) de que los hechos ocurrieran de cierta manera, como también lo es el que debe reunir la mayor cantidad de datos graves, concordantes, precisos, inequívocos, no contradichos, que le permitan inferir una unívoca conclusión, etc. En otras palabras: se requiere al juzgador que, a través de pruebas directas o indirectas (como las presunciones), obtenga la certeza (así, sin adjetivación alguna) sobre cómo acaecieron los hechos.


En cambio, si el sustrato fáctico relevado por la prueba es decididamente vago como ocurre en el caso‑, o si las presunciones son débiles, contraintuitivas o inarmónicas, o la inferencia autoriza conclusiones absolutamente disímiles, entonces no puede arribarse a certeza alguna (ni aún a la que se pretende aligerar de exigencias con la adjetivación de 'moral'). En tales casos, afirmaciones como las efectuadas por la Cámara a quo rozan peligrosamente los terrenos de lo dogmático y de la arbitrariedad.


Reitero lo dicho antes: huérfanas de sustento probatorio, aún cuando se apoyen en la presunta 'certeza moral', las conclusiones de la sentencia se hallan heridas de absurdo, debiendo darse razón al recurrente.


IV.‑ No puedo dejar de señalar otras irregularidades que deslucen el pronunciamiento que nos convoca. y que ‑como lo anticipé‑ en distintas circunstancias hubieran hecho que propiciara la anulación de la sentencia.

a) Veo, en primer lugar, que en el fallo se ha condenado, en forma solidaria con la empresa ferroviaria, al señor Alberto Kusich, en su condición de encargado o conductor de uno de los convoyes. Sin embargo, a fs. 214 (con aclaración de su nombre a fs. 222), antes de haber sido notificado de la promoción del juicio en su contra, Kusich fue desistido como demandado por la parte actora (aunque no sabemos si tal desistimiento lo fue de la acción, del derecho o de ambos) y tal circunstancia fue tenida presente por el Juzgado. Es de todas formas evidente que, salvo un muy grosero desconocimiento de elementales preceptos constitucionales, nunca pudo dictarse una sentencia que lo involucrara.


Entiendo que esta circunstancia ‑y a estar a la suerte final del recurso deducido deberá ser salvada en el pronunciamiento que se dicte.


b) Otra circunstancia realmente grave ‑y que es denunciada por el recurrente se advierte también. La defensa de 'culpa de la víctima', opuesta oportunamente por la empresa ferroviaria que a la postre fuera condenada, no fue objeto de consideración o tratamiento por parte del tribunal actuante. Esta omisión de tratar tan importante eximente de responsabilidad no solo impide el cabal conocimiento por parte de esta Corte de la legalidad del pronunciamiento sino que implica una clara violación de lo preceptuado en el art. 171 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires.


c) Existe, por último, una ostensible contradicción entre diversos párrafos de la sentencia. Por ejemplo, mientras que por un lado se declara que la prueba es insuficiente y se afirma que no es posible determinar cómo ocurrió el accidente, poco después se concluye en que uno de los trenes empujó a la víctima y la hizo caer bajo las ruedas del otro. Tal inconsistencia del razonamiento alcanzaría, por sí misma, para invalidar el pronunciamiento recurrido; sin embargo, a todos los efectos, será suficiente con disponer la revocación del fallo dictado y ratificar el que se pronunciara en la primera instancia.


V.‑ En conclusión, acreditado largamente el absurdo en el que se ha incurrido (así como la comisión de otras irregularidades), propongo que se revoque la sentencia atacada y se mantenga el pronunciamiento de la instancia de origen en cuanto en él se rechaza la demanda en todas sus partes (doct. art. 289, C.P.C.C.).


Tal propuesta me exime de ingresar en el análisis de otros agravios presentados (como el referido a las tasas de interés fijadas).


Las costas, en todos los casos, deberán ser soportadas por la parte actora (art. 68 del C.P.C.C.).


Voto, entonces, por la afirmativa.


Los señores jueces doctores Kogan, Genoud y Pettigiani, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votaron la cuestión planteada también por la afirmativa.


Con lo que terminó el acuerdo dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, de conformidad con lo dictaminado por el señor Subprocurador General, se hace lugar al recurso interpuesto. En consecuencia, se revoca la sentencia impugnada y se mantiene la de primera instancia, en cuanto rechaza la demanda. Las costas, en todos los casos, se imponen a la actora vencida (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).


Los depósitos previos efectuados, se restituirán a los interesados.


Notifíquese y devuélvase.
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